
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

 
Popayán, 12 de julio de 2022 
 
AUTO: 388 

Expediente:  19001-33-33-003-2020-00024-00 

Demandante: ROSSI JAIR MUÑOZ SOLARTE 

Demandado: ALCALDIA MUNICIPAL DE PUERTO TEJADA  

Medio de Control:  ACCION POPULAR  

             
REF: REC APELACION 

 
EL artículo 37 de la Ley 472 DE 1998, “Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política 
de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras 
disposiciones”, en relación al recurso de apelación contra sentencia dentro de la acción popular, 
dispone: 
 

“Artículo 37º.- Recurso de Apelación. El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera 

instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil, y deberá ser resuelto dentro de 

los veinte (20) días siguientes contados a partir de la radicación del expediente en la Secretaría del Tribunal 

competente. (…)” 

 
De la norma se desprende que se debe recurrir al Código de Procedimiento Civil, hoy Código General 
del Proceso, para darle el trámite al recurso de apelación contra sentencia; así las cosas, el inciso 2° 
del numeral 3 del artículo 322 del CGP, señala: 
 

“El recurso de apelación se propondrá de acuerdo con las siguientes reglas: 

 1. 

3. … 

Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido 

proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido 

dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, 

sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior. 

 

Para la sustentación del recurso será suficiente que el recurrente exprese las razones de su inconformidad con la 

providencia apelada. (…)” 
 
En el proceso de la referencia, la Sentencia No 087 del 30 de junio de 2022 fue notificada vía correo 
electrónico a las partes en la misma fecha, teniendo entonces hasta el 06 de julio de 2022 para recurrir 
la providencia; en vista que la parte accionada EMCALI EICE-ESP presentó y sustentó recurso de 
apelación el 06-07-2022, y por estar conforme a la ley, se ordenará la remisión inmediata del expediente 
al Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca para su decisión.  
 
Por lo expuesto, el Juzgado,  

DISPONE: 
 

PRIMERO: Conceder el recurso de apelación interpuesto por la parte accionada EMCALI EICE-ESP 
contra la Sentencia No. 087 del 30 de junio de 2022, proferida por este Despacho. 
 
SEGUNDO: Remitir el expediente digital a la OFICINA JUDICIAL DE LA DESAJ, para que sea 
repartido el recurso de apelación ante los magistrados del TRIBUNAL CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL CAUCA. 

 
NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

 
ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 

Juez 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 
CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACIÓN  EN LA PÁGINA WEB 
www.ramajudicial.gov.co 

 POR ESTADO ELECTRÓNICO No. 46 
DE HOY: 13-07-2022 
HORA: 8:00 a.m. 

 
PEGGY LOPEZ VALENCIA 

Secretaria 
 
 
 
 

http://www.ramajudicial.gov.co/


 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN 

Carrera 4ª No. 2-18. Piso 2 
 

Popayán, 12 de julio de 2022 
 
AUTO No 393 

Expediente No 190013333003-2021-00147-00 

Demandante MARTHA LILIA CUERO BEJARANO 

Demandado MUNICIPIO DE SANTANDER DE QUILICHAO  
EMQUILICHAO – EMPRESA DE SERVICIOS PUBLICOS DE 
SANTANDER DE QUILICHAO CAUCA 

Medio de control PROTECCION DE LOS DERECHOS E INTERESES 
COLECTIVOS 

 
Ref: Rechaza Demanda 

 
Pasa el expediente a Despacho informando, que el término concedido en el auto I-909 del 20-10-2021, 
para la corrección de la demanda, expiró sin que la parte actora procediera en tal sentido. 
 
En el auto de la referencia, el motivo de inadmisión se resume en que, la parte actora no dio cumplimiento 
al inciso tercero del art. 144 de la Ley 1437/2011. 
 

I. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO. 
 

1. Requisitos de la admisión de la demanda de acción popular  
 
La Ley 472 de 1998 fue expedida en cumplimiento del mandato constitucional contenido en el artículo 
88, a través del cual se ordenó regular las acciones populares y de grupo. 
 
En dicha regulación, en cuanto a las acciones populares, se precisó y desarrolló su finalidad, objeto y 
procedimiento, de lo cual se ocupa el Título II de la Ley. Se establece que la acción popular es el medio 
procesal dirigido a la protección de los derechos e intereses colectivos y que procede contra toda acción 
u omisión de particulares o de autoridades públicas que amenacen, vulneren o hayan vulnerado estos 
derechos, arts. 2º y 9º. Puede ser ejercida por cualquier persona natural o jurídica, a nombre propio o 
mediante apoderado arts. 12º y 13º y, cuando las actuaciones vulnerantes provienen de autoridades 
públicas o de personas privadas que desempeñen funciones administrativas, su conocimiento está en 
manos de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, de lo contrario el juez competente es el juez 
ordinario civil artículo 15º.  
 
Dentro de este contexto, el artículo 18 Ibídem, establece los requisitos de la demanda de acción 
popular, los que han sido considerados por la jurisprudencia como de estricto cumplimiento y que, de 
no atenderse, traen como consecuencia la inadmisión de la misma. Ello, en la medida que contiene el 
mínimo necesario para que el juez constitucional pueda tener un conocimiento base, sobre la posible 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos que se pretende amparar.  
 
Dicho artículo establece lo siguiente:  
 

“[…] Art. 18-. Requisitos de la demanda o petición. Para promover una acción popular se presentará una demanda 

o petición con los siguientes requisitos:  

 

a) La indicación del derecho o interés colectivo vulnerado o amenazado;  

b) La indicación de los hechos, actos acciones u omisiones que motivan su petición;  

c) La enunciación de las pretensiones;  

d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza 

o del agravio, si fuere posible;  

e) Las pruebas que pretenda hacer valer;  

f) Las direcciones para notificaciones;  

g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción.  
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La demanda se dirigirá contra el presunto responsable del hecho u omisión que la motiva si fuere conocido. No 

obstante cuando en el curso del proceso se establezca que existen otros posibles responsables, el juez de primera 

instancia de oficio ordenará su citación en los términos en que aquí se prescribe para el demandado […]”.  
 
Para garantizar el cumplimiento de estos requisitos, que no deben ser analizados de manera aislada 
sino en conjunto, la Ley 472 en su artículo 20 inciso 2º, expresamente le ordena al juez qué debe hacer 
cuando se presenta una demanda de acción popular sin alguna de las anteriores exigencias, de 
acuerdo con lo cual, ésta se debe inadmitir con la precisión de cuáles fueron los defectos de que 
adolece la demanda, bajo la advertencia de que si los mismos no son subsanados en el término de tres 
(3) días, aquella será rechazada.  
 
Por ende, en las acciones populares no está contemplado el rechazo de plano de la demanda, pues al 
tenor del art. 20 de la Ley en comento, dicha medida sólo puede ser consecuencia del incumplimiento 
por parte del actor de su deber de corregir la demanda. 
 

2. La reclamación administrativa como presupuesto de procedibilidad de la acción popular  
 
Con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – 
CPACA – Ley 1437/2011- se introdujeron una serie de cambios, modificaciones e innovaciones al 
régimen jurídico del contencioso administrativo, entre los que se encuentra la incorporación al 
ordenamiento jurídico de un requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción popular.  
 
Precisamente, el artículo 144 del CPACA establece:  
 

“[…] Protección de los derechos e intereses colectivos. Cualquier persona puede demandar la protección de los 

derechos e intereses colectivos para lo cual podrá pedir que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar 

el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las 

cosas a su estado anterior cuando fuere posible.  

 

Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la actividad de una entidad pública, podrá 

demandarse su protección, inclusive cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin 

que en uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas 

que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos.  

 

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el demandante debe 

solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que adopte las medidas necesarias 

de protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación 

dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el 

juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un 

perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la 

demanda […]”. (Negrita fuera de texto)  
 
Como se puede apreciar, a partir de la entrada en vigencia del CPACA1, el actor popular debe dar 
cumplimiento al agotamiento del requisito previo de procedibilidad antes reseñado, conforme al cual se 
le deberá solicitar a la autoridad administrativa o particular que ejerce funciones administrativas, que 
adopte las medidas necesarias para proteger el derecho o interés colectivo amenazado o violado, so 
pena de resultar improcedente el ejercicio de la acción. Para el efecto, la entidad o el particular cuentan 
con los 15 días siguientes a la presentación de la solicitud, para adoptar las medidas que sean 
necesarias para hacer cesar la amenaza o violación del derecho o interés colectivo.  
 
De lo anterior, se infiere que al imponérsele esta obligación al administrado, el legislador pretendió que 
la reclamación ante la Administración fuese el primer escenario en el que se solicite la protección de 
los derechos colectivos presuntamente violados, en aras a que, de ser posible, cese de manera 
inmediata la vulneración a tales derechos, de suerte que al juez constitucional se acuda, solamente, 
cuando la autoridad administrativa a quien se le imputa la vulneración, no conteste o se niegue a ello2  
 
En concordancia con lo anterior, el artículo 161 del CPACA, preceptúa:  
 

“Requisitos Previos para Demandar. La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos 

previos en los siguientes casos:  

[…]  

4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá efectuar la reclamación prevista 

en el artículo 144 de este Código. […]”. 

                                                 
1 2-07-2012 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Auto del 5 de septiembre de 2013, Radicación No. 25000-23-41-000-2013-00358-01 (AP), Consejera Ponente: María Elizabeth García González 
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Ahora bien, la reclamación previa podrá omitirse en caso de que exista un inminente peligro de ocurrir 
un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, siempre que haya sido 
expresado y sustentado en la demanda y, desde luego, acompañado del acervo probatorio idóneo y 
suficiente para acreditar esa especialísima situación.  
 
Sobre el alcance de la existencia de inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de 
los derechos e intereses colectivos, esta Corporación se pronunció en proveído de 28 de agosto de 
20143, en el siguiente sentido:  
 

“[…] Siendo ello así, le corresponde a la Sala determinar el alcance de la expresión “cuando exista inminente 

peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos”, contenida en el inciso 

tercero del artículo 144 del CPCA, en aras de verificar si la situación planteada por el actor, da lugar a eximirlo 

del requerimiento a las entidades demandadas impuesto por la disposición en comento.  

 

La Corte Constitucional ha precisado de manera reiterada el alcance del concepto de perjuicio irremediable, el cual 

fue definido, entre otras, en la Sentencia T-293 de 2011, de la siguiente manera:  
 

“[…] Ahora bien, con relación a la configuración de un perjuicio irremediable, esta Corte ha entendido 

por tal, aquel que sólo puede ser reparado en su integridad mediante una indemnización, porque no se 

puede remediar ni ser recuperado en su integridad [43]. Así mismo, se ha dicho en variada jurisprudencia, 

que para poder determinar si existe o no un perjuicio irremediable en un caso concreto, se deben tener en 

cuenta ciertos elementos, como son:  

 

A). El perjuicio ha de ser inminente: que amenaza o está por suceder prontamente, esto es, tiende a un 

resultado cierto derivado de una causa que está produciendo la inminencia;  

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, se 

debe precisar una medida o remedio de forma rápida que evite la configuración de la lesión;  

C) se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o 

moral en el haber jurídico de la persona; y  

D) La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser 

adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, 

ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna [44].”  

 

La Sala considera que tal concepto y presupuestos resultan aplicables a las acciones populares, toda vez 

que lo pretendido por el Legislador al establecer esta excepción a la regla de requerimiento a la autoridad 

administrativa, es que ante la gravedad e inminencia de un hecho que pueda ocasionar un perjuicio 

irreparable a los derechos colectivos, se pueda acudir directamente ante la autoridad judicial, para que 

ésta adopte las medidas necesarias para que cese la vulneración o amenaza de los mismos […]”.  

 
3. Análisis del caso concreto 

 
Revisada la demanda, se tiene que la parte actora interpone la acción popular contra el Municipio de 
Santander de Quilichao- EMQUILICHAO – Empresa de Servicios Públicos de Santander de Quilichao 
Cauca, con el fin de garantizar la protección de los derechos e intereses colectivos a un ambiente sano  y 
acceso a los servicios públicos, derechos que considera vulnerados a la población de la vereda Carbonero 
del Municipio de Santander de Quilichao. 
 
El Despacho, por parte de esta secretaria, solicitó en dos oportunidades al correo de la parte accionante, 
remitiera los soportes de la acción popular, sin que existiera respuesta. 
 

                                                 
3 Expediente 2014-00972-01. Consejera ponente María Elizabeth García González 
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Se tiene, entonces, que el actor popular no acompañó con la demanda los soportes respectivos que 
acreditaran el haberle requerido a la administración, con anterioridad a la presentación de la demanda, 
la adopción de medidas que pusieran fin a la vulneración o amenaza de los derechos colectivos cuyo 
amparo se pretende por la vía judicial.  
 
Significa lo anterior que el accionante acudió ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sin 
el cumplimiento del requisito de procedibilidad consagrado en el artículo 144 del CPACA. Al respecto, 
es del caso precisar que el mencionado artíc 
ulo 144 del CPACA prevé como excepción a la obligación de requerir a la administración, la existencia 
de un inminente peligro de que ocurra un perjuicio irremediable, situación que tampoco fue solicitado 
ni acreditada en el expediente.  
 
Así las cosas, el Despacho encuentra que la omisión de corregir la demanda, lleva a este operador de 
justicia a rechazarla (Numeral 2° del art. 169 del CPACA”   
 
Por lo anterior SE DISPONE: 
 
PRIMERO.- RECHAZAR la demanda por lo expuesto.   
 
SEGUNDO.- En firme este auto archivar. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 
 

ERNESTO JAVIER CALDERON RUIZ 
Juez 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO  ORAL DEL 
CIRCUITO DE POPAYÁN 

NOTIFICACION EN LA PÁGINA WEB 
www.ramajudicial.gov.co 

POR ESTADO ELECTRONICO No 46 
DE HOY  13-07-2022 
HORA: 8:00 A. M. 

_____________ 
PEGGY LOPEZ VALENCIA 

Secretaria 
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